A LA MESA DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

El Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), al amparo de lo dispuesto en los artículos 193 y siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente Proposición No de Ley relativa a la financiación de las Universidades Públicas para su debate en la Comisión de Educación y Deporte.
Exposición de Motivos

Las universidades se enfrentan a una serie de costes crecientes como consecuencia del estancamiento de la inversión pública y la crisis económica global actual, por lo que se han planteado si su actual modelo de financiación es económicamente sostenible. 

El informe presentado en noviembre de 2008 por la EUA titulado ‘Universidades Económicamente Sostenibles: Hacia los costes totales en las Universidades Europeas’ (Financially Sustainable Universities: Towards Full Costing In European Universities), proporciona un análisis de la situación de las instituciones de educación superior en Europa. 

Tras un exhaustivo estudio sobre multitud de centros e instituciones europeas, el informe explica que el primer paso que deben dar las universidades para afrontar estos desafíos es identificar el coste total de su actividad interna y externa. Una cuestión que resulta esencial para reforzar su sostenibilidad financiera. 

Desde la EUA se indica que los costes totales son “una herramienta de gerencia estratégica necesaria para unas universidades cada vez más autónomas en el siglo XXI”. Estos se han convertido en una característica de las universidades modernas que les permite no sólo identificar y calcular todos los gastos de sus actividades sino que también “ayudan a mejorar la confianza entre gobierno, agencias de financiación y universidades”.

Hay que recordar además, que uno de los objetivos de la reforma universitaria iniciada en la Declaración de Bolonia es recapitalizar la Universidad, lo que implica una profunda revisión de las vías de financiación. Esta revisión analiza, entre otros aspectos posibles, la diversificación de los fondos de financiación, ya sea mediante el aumento de las tasas (la Conferencia General de Política Universitaria marcó una subida en toda España de hasta un 8,2%) a los alumnos, o mediante inversiones de empresas privadas. 

Sin embargo, a pesar de las recomendaciones del informe de la EUA y de los objetivos de la reforma emprendida, el sistema universitario del estado no ha ahondado en una estrategia para alcanzar una mayor autonomía financiera y administrativa porque no ha abordado el proceso de cálculo de sus costes totales. Ello conduce además a que, actualmente, el establecimiento de los precios y tasas públicas para cursar estudios universitarios no se haga en base a cálculos reales y la adecuación de las mismas a la tipología de estudios, se realice considerando índices de experimentalidad calculados sin excesivo rigor.

El artículo 81.3.b) de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, (modificada por la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril) de Universidades, establece que los precios públicos por servicios académicos, en el caso de estudios conducentes a la obtención de títulos de carácter oficial, serán fijados por la Comunidad Autónoma dentro de los límites que establezca el Consejo de Coordinación Universitaria. La Disposición Adicional Quinta de la citada Ley Orgánica 4/2007 establece que la referencia al citado Consejo de Coordinación Universitaria se entenderá realizada a la Conferencia General de Política Universitaria. 

Además de la fijación de los precios públicos por los servicios públicos de educación superior, con objeto de que nadie quede excluido del estudio en la Universidad por razones económicas, el Gobierno y las Comunidades Autónomas, así como las propias Universidades, instrumentan una política de becas, ayudas y créditos para el alumnado y, en el caso de las universidades públicas, establecen, asimismo, modalidades de exención parcial o total del pago de los precios públicos por prestación de servicios académicos. Así se regula en el artículo 45.4 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (modificada por la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril). En todos los casos, se presta especial atención a las personas con dependencia y discapacidad, garantizando así su acceso y permanencia a los estudios universitarios.

Cada Comunidad Autónoma establece los criterios básicos que deberán adoptarse para la determinación de los precios correspondientes a las enseñanzas, y habitualmente se tienen en cuenta el número de créditos asignados a cada materia, dentro del grado de experimentalidad correspondiente, y el número de veces en que el alumno o alumna se haya matriculado, según se trate de primera, segunda, tercera o sucesivas matrículas.

Por todo lo anterior,

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a que, de acuerdo con las Universidades y los Gobiernos de las Comunidades Autónomas, inicie un proceso de análisis encaminado a garantizar la autofinanciación de las Universidades Públicas. 

Para ello se deberán, al menos, abordar los siguientes aspectos:

1. Realizar un exhaustivo análisis de los costes universitarios de un alumno en función de la titulación que estudie basado en una política de costes totales y que conduzca a la fijación del precio de matrícula.

2. Establecer en el seno del Consejo de Coordinación Universitaria unas tasas universitarias acordes al análisis de costes reales efectuado. 

3. Proponer un sistema de becas ajustado a los costes reales de las titulaciones de Grado, Master y Doctorado y adaptado a los diferentes niveles adquisitivos de las diversas comunidades autónomas.

Madrid, Congreso de los Diputados, a 27 de marzo de 2012
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